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DECRETO:   21861

CONSTITUCION  POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS   DIPUTADOS:

Los suscritos Diputados Integrantes de la Fracción Parlamentaria del Partido de la Revolución Democrática, en uso de las facultades que nos confieren los artículos 28 fracción I y 35 de la Constitución Política y los artículos 22 fracción I, 145, 147 fracción I, 148, 154 y 157 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, nos permitimos someter a la consideración de la Asamblea, la siguiente Iniciativa de Ley que modifica el artículo 9° de la Constitución Política, 67 Ley Orgánica del Poder Judicial y diversos artículos de la Ley de Transparencia e Información Pública, todas del Estado de Jalisco, de conformidad con la siguiente:
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

I.- Nuestro Estado se ha caracterizado, en los últimos años, por la promoción de acciones en pro de la consolidación de la democracia, entendida esta no solo como el respeto al sufragio popular, sino como el fomento a la participación del ciudadano en la vida política de la entidad; por ejemplo, Jalisco va a la vanguardia como entidad federativa al haber aprobado instituciones constitucionales como el plebiscito, el referéndum y la iniciativa popular, mecanismo, por el cual los ciudadanos tienen la oportunidad de involucrarse en la resolución de los problemas que aquejan a la comunidad, a través de la propuesta de iniciativas de Leyes.
La Transparencia, es uno de los máximos logros de nuestra Sociedad en los últimos años y es un gran avance de la democracia de nuestro Estado, ésta, materializa un estado de derecho moderno y forma parte de una nueva cultura política y cívica de los Jaliscienses.

Es de sumo interés de todos nosotros, que nuestro Estado se distinga por la apertura de sus instituciones y que los servidores públicos se capaciten para difundir y facilitar el acceso a la información pública, estos hechos constituye una de las oportunidades más importantes para ayudar a recomponer las relaciones políticas de nuestro Estado.

II.- Transparencia y acceso a la información es, así, parte medular del nuevo gobierno que buscamos, un gobierno que distribuya mejor los recursos, un gobierno eficiente, un gobierno con más obligaciones para todos y un gobierno vigilado, evaluado por la propia ciudadanía.
En el marco del Estado de Derecho, en una democracia moderna y consolidada, todo hombre es sujeto del derecho humano a la información, ya que, todo hombre busca la verdad, presentándose la información como instrumento idóneo para el desarrollo de una persona y como medio integrador dentro de una sociedad, ya que se vuelve difícil la auténtica a convivencia donde falta verdadera información.

En sentido estricto, el derecho a la información puede definirse como el conjunto de normas jurídicas que regulan el acceso de las personas a la información de interés público, específicamente la generada por los poderes y órganos del estado.  En tal virtud, el objeto del derecho a la información debe estar regulado por la ley, otorgando vigencia a la obligación jurídica correlativa de brindar información.

El derecho a la información debe ejercerse bajo un esquema de deberes y responsabilidades, debiendo someterse a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones, previstas en la ley, las cuales no pueden establecerse en forma genérica, sino solo referidas a casos concretos y a necesidades puntuales dentro de un sistema democrático, tal es el caso en materia de seguridad nacional o seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la reputación o de los derechos ajenos, la privacidad y respeto a la dignidad de las personas, cuyos datos estén en posesión de algún órgano estatal.

La garantía Constitucional del derecho a la información, requiere de un deber de acción del Estado, que consiste en poner a disposición de la persona, los archivos y la información de sus órganos, habida cuenta de que solo de esa manera la persona estará en posibilidades de ejercer este derecho.
En un Estado que se precie de ser democrático, es imprescindible la existencia de la libertad de información, entendiéndose como el derecho de toda persona a recibir, investigar y transmitir información cuyo contenido es de trascendencia pública; es aquí donde nace ese derecho a la información que, llevado con responsabilidad, permite formar opiniones y participar en los asuntos públicos.

Las transparencia en la Administración Pública, la publicidad de los actos del gobierno y el derecho de libre acceso a la información gubernamental son la base desde donde se pueden desarrollar mecanismos tendientes a la prevención de los actos de corrupción, pero al mismo tiempo, son los principios básicos e ineludibles de todo sistema republicano, complemento obligado de todo Estado de Derecho, en donde las personas requieren información para llevar a cabo un control social de los órganos del Estado en el ejercicio de su ciudadanía de pleno derecho.

III.- La transparencia y el derecho al acceso libre a la información son componentes esenciales de una vida pública y democrática.  Transparentar la manera en la que funcionan las instituciones públicas, sus procesos decisorios y la forma en que se ejercen los recursos, es una conquista ciudadana y un derecho insoslayable.  La transparencia no solo incentiva la eficiencia de los gobiernos, sino que estimula la participación ciudadana y disminuye la corrupción gubernamental.
Todo gobierno que aspire a ser democrático debe conducirse con apego a los principios de la transparencia, garantizar el derecho al acceso libe a la información pública. La transparencia nos beneficia a todos: al tiempo que genera certidumbre y confianza en el gobierno, la transparencia y el acceso a la información son herramientas que permiten a los ciudadanos evaluar y exigir el cumplimiento eficiente de los compromisos y las tareas del gobierno.  Por ello, es importante.  Apoyar al Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, presupuestando los recursos económicos necesarios para la realización de sus tareas sustantivas. Igualmente, es necesario impulsar una partida especial para que el Instituto apoye con asesoría técnica a los sujetos obligados, principalmente los Ayuntamientos de escasos recursos, para que cumplan con sus obligaciones en materia de transparencia y acceso a la información.
Con el propósito de despejar dudas sobre la incompetencia de dicho Tribunal para conocer asuntos relativos de derecho de acceso a la información pública es necesario impulsar una reforma Constitucional, así como a la Ley Orgánica del Poder Judicial, dejando claro la no admisión de recursos en resoluciones definitivas del Instituto, por otra parte es imprescindible promover una reforma que de origen a un nuevo arreglo institucional que permita la regulación y protección efectiva de datos personales y garantice el derecho a la privacidad y protección de datos personales.
Por otro lado se propone adaptar la ley que regula la Administración de Documentos Públicos e Históricos del Estado de Jalisco, en los nuevos criterios en materia de derecho de acceso a la información.  La finalidad es regular la protección y conservación de documentos, promover los parámetros para la digitalización de la información y establecer los criterios generales de archivo.

Es importante en una reforma integral proponer un esquema de sanciones que asegure la efectiva protección del derecho de acceso libre a la información pública y el cumplimiento de la Ley de Transparencia e Información Pública en todos sus términos.

Por lo tanto,  los sujetos obligados en materia de la administración de recursos públicos, deben sujetarse estrictamente al cumplimiento de la Ley, y así mismo y para profesionalizar al Instituto, es necesario la reducción del número de consejeros a tres, considerándolos como servidores públicos con derechos y obligaciones constitucionales en el ámbito de la ley de responsabilidades de los servidores públicos y solicitando los mismos requisitos que para ser Presidente el instituto, requiere la Ley correspondiente.
IV.- De esta manera se dejará la ciudadanía a salvo de las eventuales tentaciones de funcionarios que, olvidando sus condiciones de mandatarios, dejen de lado su obligación de rendir cuentas sobre el mandato que le fue conferido o que, en virtud de su supuesto silencio legal, crean tener el derecho a no dar información de sus actos o decidan el suministro de información parcial, siendo esta pública, ya que no pueden ser estos, los gobernantes, quienes decidan cuando y como se accede y se activa el derecho a recibir información. Por ello, todo funcionario que no permita el libre acceso a la información en las condiciones legales previstas para ello, deberá ser considerado responsable de todos los alcances de la ley.
Los Legisladores que proponemos esta iniciativa consideramos que el acceso a la información y la Transparencia, son sobre todo, un derecho fundamental, que no puede replicarse en decenas de versiones para su ejercicio. En base de nuestra convivencia democrática, debemos facilitar este derecho, ejercido del mismo modo y en las mismas condiciones legales e institucionales, por cualquier Jalisciense, en cualquier lugar, en cualquier Municipio y, en cualquier región del Estado.

En virtud de la anteriormente expuesto y debidamente motivado nos permitimos poner a consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente:

INICIATIVA  DE  LEY

Que reforma el artículo 9° de la Constitución Política, Ley Orgánica del Poder Judicial y Ley de Transparencia e Información Pública, todas del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

ARTICULO PRIMERO.-  Se reforma el artículo 9° de la Constitución Política del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 9°.-………………………………………………………………………….

I.  al  IV.-……………………………………………………………………………..

V.- La protección de la información confidencial de las personas; garantizando siempre el derecho a la privacidad y la protección de datos, y
VI.-……………………………………………………………………………………

El Instituto es un órgano público autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio el cual revisará, vigilará, sancionará y apoyará técnicamente a los sujetos obligados.
Contará con un Consejo conformado por un Presidente y dos consejeros ciudadanos titulares, así como por los suplentes respectivos; los miembros del Consejo serán nombrados mediante el voto de dos terceras partes de los integrantes del Congreso del Estado, o por insaculación, conforme a los requisitos y procedimientos que establezca la ley.

…………………………………………………………………………………
ARTICULO  SEGUNDO.- Se reforma el artículo 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 67.- El Pleno del Tribunal de lo Administrativo conocerá de los asuntos en que se dé trámite a recursos de apelación y reclamación y los que se deriven de la aplicación de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y de los Municipios.

………………………………………………………………………………..

I.- Las resoluciones definitivas emanadas de las autoridades dependientes del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios y de los organismos descentralizados, cuando éstos actúen como autoridades, que causen agravio a los particulares, a excepción de las que resuelven recursos de revisión del Instituto de Transparencia e Información Pública;
II.  al  IX.-……………………………………………………………………

ARTICULO  TERCERO.- Se reforman diversos artículos de la Ley de Transparencia e Información Pública, para quedar como sigue:

Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley, son de orden público e interés General y tienen como objeto, garantizar el derecho fundamental de toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, teniendo acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de estos, para conocer el proceso y la toma de decisiones públicas, así como para solicitar, acceder, consultar, recibir, difundir, reproducir y publicar la información pública en posesión de los sujetos obligados, garantizando siempre el derecho a la privacidad y protección de datos personales.
Artículo 3°.-……………………………………………………………………

I.-……………………………………………………………………
II.-…………………………………………………………………...


a).- Secretarías;


b).- La Contraloría General del Estado;


c).- Dependencias;


d).- La Procuraduría General de Justicia;


e).- La Procuraduría de Desarrollo Urbano;


f).- La Procuraduría Social;

g).- La Universidad de Guadalajara;


h).- La Dirección de Pensiones del Estado;


i).- Organismos desconcentrados;


j).- Organismos públicos descentralizados;


k).- Fideicomisos públicos;


l).- Empresas de participación estatal mayoritaria; y

m).- El Instituto Jalisciense de Asistencia Social, así como las Asociaciones Civiles registradas.
III  al  XII.-……………………………………………

Artículo 7°.-……………………………………………………………….

I  y  II.-………………………………………………

III.- Documentos: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas, boletas electorales o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de elaboración, así como aquellos señalados por la Ley que regula la Administración de Documentos Públicos e Históricos del Estado de Jalisco;

IV  al  VIII.-……………………………………….

Artículo 21.- Los sujetos obligados que cuenten con página de internet, harán la publicación de la información fundamental por este medio; aquellos que no tengan la infraestructura necesaria para tal efecto, entregarán la información al Instituto para que a través de su página de internet, pueda ser consultada. Los municipios con población superior a los 70 mil habitantes deberán contar con sistemas electrónicos para uso remoto de los mecanismos de acceso a la información.
Artículo 25.- La clasificación de la información como reservada sólo suspenderá el derecho a la información, por lo que se encontrará limitada en el tiempo hasta por un plazo máximo de 6 años y sujeta a justificación por el sujeto obligado.

…………………………………………………

Artículo 37.- El Instituto contará con los recursos humanos, económicos y materiales necesarios para el desempeño de sus funciones, así como para otorgar asesoría técnica permanente, necesaria para instalar y conservar, las unidades de transparencia de los sujetos obligados, principalmente a los municipios del estado que por falta de recursos, no cuenten con ella, de conformidad con lo asignado en su presupuesto anual.
Artículo 38.- El Instituto contará con un Consejo conformado por un Presidente y dos Consejeros titulares, así como por los suplentes respectivos; el Presidente y los consejeros serán nombrados por el Congreso del Estado de acuerdo a lo que establece esta ley; durarán en su encargo cuatro años con posibilidad de ser ratificados únicamente por un periodo igual.

…………………………………………………………………………………..

Durante su encargo, el Presidente y los Consejeros, no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, salvo en instituciones docentes, científicas o de beneficencia, siempre y cuando no tenga una carga horaria mayor a dos horas diarias en las instituciones mencionadas.

Artículo 40.- Los sueldos y prestaciones del Presidente del Consejo y de los Consejeros del Instituto, así como de los demás servidores públicos que laboren en él, deberán sujetarse a las consideraciones emitidas pro el Comité Técnico de Transparencia y Valoración Salarial o su equivalente y recibirán los recursos materiales y humanos necesarios para el desempeño de sus atribuciones.

Artículo 41.- Para ser Presidente, Consejero o Secretario Ejecutivo del Instituto, se requerirá:

I  a  VII.-………………………………………….

Artículo 42.- (Se deroga)

Artículo 45.- El Consejo, para sesionar válidamente, requiere la presencia de dos consejeros, debiendo estar entre ellos el Presidente.

…………………………………………………..
…………………………………………………...

Artículo 72.- Toda solicitud de acceso a la información, deberá ser resuelta a más tardar en diez días hábiles siguientes al de la recepción de la solicitud, sólo podrá fijarse un plazo adicional de cinco días hábiles en caso de que los sujetos obligados, por la naturaleza y condiciones de la información requerida, tengan necesidad indispensable de un periodo mayor para reunir los documentos públicos o clasificarlos.
…………………………………………………..

Artículo 104.- Será sancionado con amonestación pública y multa de hasta trescientos días de salario mínimo el servidor público que incurra en alguna de las conductas previstas en las fracciones III, IV y VII del artículo 102.

Artículo 105.- Será sancionado con suspensión temporal del cargo y multa de hasta quinientos días de salario mínimo el servidor público que incurra en alguna de las conductas previstas en las fracciones I, II, V, VI, VIII y IX del artículo 102.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial “El Estado de Jalisco”.
SEGUNDO.- Remítase a los 125 Ayuntamientos, con el objeto de dar cumplimiento a lo señalado en los artículos 117 y 118 el Título Noveno, Capítulo II, denominado “De las reformas a la Constitución”, de la Constitución Política del Estado de Jalisco.
TERCERO.- Para efecto de cumplir con lo establecido en el artículo 21 de esta ley, los sujetos obligados contarán con un plazo de 24 meses a partir de la entrada en vigor del presente decreto.
A t e n t a m e n t e

Salón de Sesiones del Congreso del Estado
Guadalajara, Jalisco a 6 de junio del 2007

Dr. Samuel Romero Valle

Diputado 

Arq. Carlos Manuel Orozco Santillán

Diputado 
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